PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de ley.

Artículo 1º.- Sustitúyese el artículo 2º de la Ley 13.470, por el siguiente.

Se considera “juego de azar, apuestas mutuas y actividades conexas”, a todo tipo de juego y/o actividad de carácter lúdico, que se realice a través de procedimientos manuales, mecánicos, electromecánicos, electrónicos, informáticos y/o cualquier otro medio, cuyo resultado dependa en forma exclusiva o preponderante del azar o la suerte, en la que se participe emitiendo apuestas en dinero o valores, con la finalidad de obtener premios de cualquier especie y naturaleza.

Queda incluido en este concepto -siempre que las ganancias o las pérdidas consistieren en derechos o premios de cualquier especie- las rifas, loterías, quiniela y sorteos, en todas sus modalidades, combinaciones y denominaciones, como así también las apuestas simples y mutuas, sobre carreras, competencias deportivas o actividad lúdica de cualquier naturaleza fuera de los recintos autorizados.

No serán punibles los juegos reprimidos por esta Ley, cuando se practicaren en casa de familia con la exclusiva participación de los familiares e invitados.

Los Municipios podrán autorizar, mediante el dictado de un acto administrativo específico para cada solicitud en particular, a entidades públicas y asociaciones civiles sin fines de lucro con domicilio en su jurisdicción, a organizar y/o practicar juegos de azar siempre que los mismos involucren sumas de dinero menores al monto establecido en la reglamentación de la presente Ley. 

Las entidades públicas y/o asociaciones sin fines de lucro no podrán ceder por ningún título las autorizaciones que hayan obtenido con arreglo al párrafo anterior, ni  delegar en terceras personas la organización de las actividades autorizadas.

Artículo 2º.- Derógase el artículo 7º de la Ley 13.470. 

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
La Legislatura de la Provincia de Buenos Aires ha sancionado recientemente la Ley 13.470, una norma específica que prevé importantes sanciones para quienes lucran con la organización o explotación ilegal de juegos de azar. 

Se trata, sin dudas, de una valiosa herramienta jurídica, que aspira a abordar, en el territorio bonaerense, una problemática que se extiende a todo el ámbito nacional, pero que lamentablemente sigue sin merecer un tratamiento adecuado por parte del Congreso Federal.

Sin embargo, la norma sancionada por esta Legislatura incluyó en su texto final algunos aspectos perfectibles, que no alcanzaron a ser analizados detenidamente en oportunidad de su trámite parlamentario por la urgencia que requería la vigencia de este nuevo instrumento legal. 

Superada la perentoriedad que exigía el fenómeno social que nos ocupa, se afianza un escenario propicio para consensuar aspectos puntuales de la Ley y consolidar una herramienta clara y eficaz para afrontar la complejidad del delito organizado.

En esa perspectiva, el proyecto que se eleva recoge, por un lado,  consideraciones surgidas en el seno de la Legislatura provincial durante el trámite parlamentario, por parte de todos los sectores políticos; y, a la vez, se inscribe en la línea inaugurada por el proyecto base en la materia (Expediente D-1587-03/04), de nuestra autoría, en cuanto al enfoque adecuado de los sujetos punibles del ilícito en cuestión.

Se trata, en definitiva, de asegurar el progreso legislativo que representa la Ley 13.470 y, a un mismo tiempo, ampliar la base del consenso reunido en la sanción de dicha norma sobre la base de reformas específicas, preservando la estructura de la norma vigente.

Una de las reformas que introduce el presente proyecto es la supresión de la norma que penaliza a la mera “participación” en los juegos de azar explotados u organizados en las condiciones prohibidas por la Ley. Para dicha situación actualmente se prevé una pena de uno (1) a treinta (30) días de arresto, y/o una multa de uno (1) a diez (10) salarios mínimos de un agente de la administración pública.

Si bien entendemos que el castigo previsto para la mera “participación” en juegos de azar explotados ilegalmente no es necesariamente incompatible con el espíritu la norma, creemos que la abstención de dicha penalización resulta más adecuada al sentido axiológico de la misma. No porque exista la voluntad de estimular una legislación más laxa, sino, por el contrario, a raíz del interés de concentrar los recursos humanos del Estado en atacar a las asociaciones y organizaciones clandestinas que obtienen millonarias ganancias con la explotación.

En ese sentido, se observa que si bien la sanción al “participante” en juegos clandestinos constituyó en su momento una arista central de la legislación represiva en la materia (
) -a punto tal que, en algunos regímenes, el castigo aplicado al “jugador” guarda analogía con el asignado al “explotador” (
)-, esta política ha sido modificada en las leyes de más reciente sanción, optándose por una disminución importante en la penalidad asignada a esta conducta (
).

En una línea de continuidad con este pensamiento, y con la convicción de que la erradicación del juego ilegal no provendrá, precisamente, de la sanción al mero apostador, el Proyecto de nuestra autoría que tramitó bajo el expediente D-1587-03/04 omitió tipificar la figura del simple participante en juegos de azar explotados u organizados irregularmente. Y esa misma fue la postura que mantuvimos durante la discusión de la Ley 13.470 en el seno de esta Legislatura.

No debe perderse de vista que la meta perseguida por la ley es la represión de los capitalistas del juego, y no la de su “público”, al que, antes bien, se pretende orientar para que canalice sus aspiraciones lúdicas a través de las actividades permitidas y reguladas por el Estado.

El texto vigente, además de penalizar al apostador, avanza incluso sobre aquellos casos en los que alguna persona  “fuera sorprendida en el interior de un ámbito no autorizado, utilizado para el juego ilegal, aunque no participara en él”. 

Dicha situación puede derivar en graves equívocos, pues bajo el imperio de esa disposición serían penalizados, por caso, ocasionales clientes de un comercio legalmente habilitado en el que además, clandestinamente, se realizara alguna actividad prohibida por la Ley. Nada más lejano al espíritu de la Ley.

El proyecto que se presenta a debate, además, ofrece otra innovación: la posibilidad de que los Municipios puedan autorizar, mediante el dictado de un acto administrativo específico para cada solicitud en particular, a entidades públicas y asociaciones civiles sin fines de lucro con domicilio inscripto en su jurisdicción, a organizar y/o practicar juegos de azar siempre que los mismos involucren sumas de dinero menores al monto establecido en la reglamentación de la presente Ley. 

La norma propuesta establece que las entidades públicas y/o asociaciones sin fines de lucro no podrán ceder por ningún título las autorizaciones que hayan obtenido con arreglo al párrafo anterior, ni  delegar en terceras personas la organización de las actividades autorizadas.

Se trata, en este caso, de evitar que una norma destinada a reprimir la explotación clandestina del juego ilegal finalmente, como efecto colateral no deseado, termine afectando la realización de actividades sociales y culturales que involucran cifras menores y que se organizan con finalidades legítimas. 

De todos modos, la norma apela a un estricto procedimiento de autorización con la intención de impedir prácticas abusivas que desvirtúen el espíritu de esta modificación.

La finalidad del proyecto es encauzar y regular la actividad de explotación del juego en forma compatible y armónica con la Constitución de nuestra provincia, reformada en 1994, que establece, en su artículo 37, primer párrafo, que “Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho a recibir, a través de políticas efectivas de acción social y salud, las utilidades producidas por los juegos de azar, debidamente creados y reglamentados por ley”.
Una regulación estricta y eficaz permitirá asegurar el mandato constitucional. En efecto, los ingresos provenientes de la explotación, organización o regulación del juego representan un importante y trascendental aporte para el presupuesto estatal. Nótese que virtualmente todas las modalidades y expresiones de juegos de azar debidamente explotados deben destinar un porcentaje de sus ingresos al Estado, y estos pueden así ser canalizados hacia la educación, el deporte, la cultura y el desarrollo y la asistencia social en general.

Esta es la gran diferencia que existe entre el juego regulado por el Estado, administrado y explotado por éste, o por los sujetos a que él habilita, y el que es explotado ilegalmente por particulares.

Es por ello que entendemos que las modificaciones propuestas resultan, en definitiva, una garantía más para asegurar la protección constitucional.

Con esa finalidad someto este proyecto de ley a la consideración de mis pares, con el deseo de que me acompañen con su voto positivo.  

� La votación en la Cámara de Diputados (cámara revisora)  registró una igualdad en 42 votos, por lo que tuvo que desempatar el titular del cuerpo, Ismael Passaglia, quien respaldó la iniciativa.


(2) Así, por caso, la ley 4847 amenazaba con penas de prisión de quince (15) días a seis (6) meses -en su texto original- y de un (1) mes a un (1) año -con la reforma introducida por el decreto 18.621/57-, e importantes multas -en ambos casos-, a quienes intervinieran en juegos prohibidos como “simples jugadores”.


(3) Un ejemplo nítido en ese sentido puede encontrarse en el decreto 6618/57, sobre represión de juegos de azar en Capital Federal, que contempla una pena de multa de dos mil quinientos (2.500) a doce mil quinientos (12.500) pesos o prisión de dos (2) meses a dos (2) años tanto para el que “tuviere casa de juego”, como para aquéllos que “participen del juego, o que la autoridad policial sorprenda en el interior de una casa de juego”.


(4) En nuestra provincia, la ley 8895 contemplaba como único castigo a “jugadores” una pena de arresto de cinco (5) a quince (15) días para “el que fuese sorprendido en el interior de una casa exclusivamente destinada al juego, aunque no participare en él”. Mientras que la ley 6393, vigente en la provincia de Córdoba, dispone una sanción de arresto de hasta quince (15) días y multa para quien “realizare apuestas prohibidas”, un reproche casi simbólico frente a los hasta trescientos cincuenta (350) días de arresto que pueden caberle a quienes “tengan o exploten juegos de azar o apuestas prohibidas”. 





